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Temas: 

          DERECHO A LA SALUD /PROCEDIMIENTO ORDENADO POR MÉDICO TRATANTE / INTERVENCIÓN DE HEMILECTOMÍA DERECHA POR CÁNCER DE COLON, VÍA LAPAROSCÓPICA/ HECHO SUPERADO/ SUMINISTRO DE PAÑALES - SE CUMPLEN LOS REQUISITOS JURISPRUDENCIALES PARA ORDENAR LA ENTREGA-/ TRATAMIENTO INTEGRAL –CONDICIONES ACTUALES DE LA ACCIONANTE-/ RECOBRO A LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD / CONFIRMA PARCIAL.
En efecto, de conformidad con lo manifestado por la promotora de la acción, con quien esta Sala se comunicó telefónicamente, el procedimiento de hemilectomía derecha por cáncer de colon, vía laparoscópica fue practicado por la Nueva EPS el 20 de julio último
.

De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991.
(…)

5. En lo relacionado con la entrega de los pañales

(…)
En estas condiciones, para la Sala, tal como lo consideró el juzgado de primera instancia, la Nueva EPS sí lesionó los derechos fundamentales de la accionante al negarle la entrega de los pañales, pues a pesar de que no están incluidos en el PBS ni existe orden médica que los recomiende, deben ser aportados porque se cumplen los requisitos jurisprudenciales para su entrega excepcional.

(…)
Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar a la demandante el tratamiento integral que requiera con motivo de las graves enfermedades que padece de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y teniendo en cuenta su avanzada edad y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua
. 

(…)
De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. En esas condiciones, debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, tal como lo definió el funcionario de primera instancia, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto veinticuatro (24) de dos mil dieciocho (2018)  

Acta No. 312 del 24 de agosto de 2018

Expediente No. 66001-31-18-001-2018-00058-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado de la Gerente Regional de la Nueva EPS, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Conocimiento de Pereira, el 10 de julio último, en la acción de tutela que instauró la señora Piedad del Socorro Toro Taborda, como agente oficiosa de Rubby Taborda Cuartas, contra aquella entidad, a la que fue vinculada la IPS Clínica San Rafael de Megacentro Pinares.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Su progenitora, quien cuenta con sesenta y nueve años de edad, fue diagnosticada, luego de varias consultas médicas por fuertes dolores abdominales, con cáncer de colon. 
1.2 Debido a la gravedad de su patología, los médicos tratantes ordenaron intervenirla quirúrgicamente de forma inmediata; sin embargo, a ello no se procedió y al preguntar el porqué de esa omisión, el oncólogo les manifestó que la Nueva EPS no la ha autorizado y que tampoco ha aprobado el traslado a “oncólogos” porque la Clínica Megacentro Pinares de San Rafael, en la cual está hospitalizada la paciente, carece de convenio con esa especialidad y que debían “esperar disponibilidad”.

1.3 Cada día la salud de su progenitora se deteriora. Además, se encuentra impedida para acudir a este mecanismo constitucional por sus propios medios ya que “no se pueden mover la tienen con drenajes y alimentación parenteral”. Además del único ingreso que recibe su familia se utiliza para pagar las deudas generadas por esa condición de salud y adquirir pañales. 
2. Considera vulnerados los derechos a la vida digna y la salud de las de la tercera edad. Para su protección, solicita se ordene a la Nueva EPS: a) autorizar inmediatamente la intervención recomendada; b) suministrar pañales y c) garantizar el tratamiento integral para el manejo de la citada enfermedad.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 26 de junio  último se admitió la tutela, se dispuso la vinculación de la Clínica Megacentro Pinares San Rafael y como medida provisional se ordenó a la Nueva EPS autorizar y practicar la cirugía de colon ascendente requerida por la paciente.
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Subgerente de Socimédicos SAS, sociedad propietaria de la IPS Clínica San Rafael, solicitó su desvinculación y que el mandato judicial correspondiente se dirija frente a la Nueva EPS, entidad a la que se encuentra afiliada la actora, ya que en el contrato suscrito con esta no se encuentra incluida la prestación de servicios oncológicos y el 20 de junio último se notificó a esa empresa promotora de salud de la solicitud de remisión de la paciente, sin que a la fecha se haya librado orden alguna.
2.2 La Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS, por medio de apoderado, manifestó que la afiliada ha tenido acceso a todos los servicios de salud ofertados por esa entidad y que en relación con los que requiere para el manejo de su patología, se han adelantado las gestiones necesarias para programar el procedimiento de hemilectomía derecha vía laparoscópica. En consecuencia, como la entidad que representa no ha lesionado los derechos de la accionante, es inviable la solicitud de tratamiento integral, máxime cuando el amparo constitucional resulta improcedente para proteger hechos inciertos y futuros, pues dicho mecanismo fue concebido para remediar vulneraciones actuales e inminentes.
Solicitó negar las pretensiones de la demanda o, de acceder a ellas, se ordene expresamente al ADRES pagar, dentro de los 15 días siguientes, las cuentas de cobro o facturas por servicios no POS que deba suministrar con ocasión al mandato judicial.
3. Mediante sentencia del 10 de julio pasado, el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira otorgó el amparo solicitado y ordenó tener como definitiva la medida provisional decretada; por tanto, mandó a la Nueva EPS practicar la intervención quirúrgica y posterior quimioterapia, de conformidad con lo recomendado por su médico tratante. Además, que en el futuro autorice y suministre todos los servicios médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos requeridos por la accionante para el manejo de su enfermedad de cáncer de colon. 
Para decidir así, estimó que la Nueva EPS vulneró los derechos de la demandante al no practicar la intervención ordenada de manera urgente, para tratar la enfermedad catastrófica que la aqueja, sin que se pueda entender superado el hecho con la autorización de ese servicio, pues ello no es garantía de su efectiva realización. 
De otro lado, con sustento en la Ley 1384 de 2010, la sentencia T-039 de 2013 y el principio de continuidad de la prestación del servicio de salud, consideró necesario garantizar la atención integral. Así mismo, al tratarse de una persona de especial protección, que tiene dependencia severa y que su familia carece de los medios económicos suficientes para adquirir los pañales desechables, afirmación que dejó de ser desvirtuada, dijo que resultaba necesario acceder a la pretensión de entrega de esos insumos, aunque esto último dejó de ser consignado en la parte resolutiva de la providencia. 
En relación con el recobro frente a la entidad legalmente obligada a asumir las prestaciones no  POS, dijo que no hace falta que el juez de tutela se pronuncie sobre el particular, ya que este no es un requisito exigible para obtener su reconocimiento.
Y desvinculó a la IPS Clínica San Rafael, en razón a los argumentos que expuso en la contestación de la demanda. 

4. El apoderado de la Gerente Regional de la Nueva EPS impugnó el fallo. Expresó que está inconforme con las decisiones adoptadas porque en momento alguno se acreditó la negación de los servicios recomendados. Respecto a la atención integral alegó que la acción de amparo es improcedente, pues no es posible proteger derechos con sustento en meras expectativas, ni predecir las prestaciones que requiera en el futuro la paciente o si para la fecha en que las llegue a necesitar cumple los presupuestos para el suministro de servicios no POS. Finalmente señaló que a pesar del mandato que reprocha, el funcionario judicial omitió autorizarle la acción de recobro, circunstancia que pone en peligro el equilibrio financiero del sistema, pues la entidad que representa queda desprovista de las herramientas efectivas para recuperar el costo que invierta para cubrir servicios no POS, máxime cuando los recursos que recibe se deben destinar únicamente a los que sí se encuentran incluidos en ese plan de beneficios.

Solicitó se revoque la orden de brindar atención integral y adicionar el fallo impugnado para otorgar la facultad de recobro ante el ADRES.
C O N S I D E R A C I O N E S  
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud de la accionante, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
.

3. Corresponde a esta Sala determinar: a) si la EPS demandada lesionó los derechos de la accionante al no autorizar la intervención de hemilectomía derecha por cáncer de colon, vía laparoscópica, y por la falta de suministro de pañales; b) si procede el mandato que se dio a la accionada de brindarle un tratamiento integral; c) si debe concederse la facultad de ejercer la acción de recobró por los servicios no incluidos en el plan de beneficios en salud.
4. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó a la Nueva EPS realizar el citado procedimiento quirúrgico.

En estas condiciones, lo procedente sería entrar a analizar la procedencia de esa decisión, de no ser porque en esta instancia se pudo constatar que la lesión por la falta de la prestación de ese servicio de salud se encuentra superada.

En efecto, de conformidad con lo manifestado por la promotora de la acción, con quien esta Sala se comunicó telefónicamente, el procedimiento de hemilectomía derecha por cáncer de colon, vía laparoscópica fue practicado por la Nueva EPS el 20 de julio último
.

De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5. En lo relacionado con la entrega de los pañales, la Corte Constitucional, ha reiterado
:

“3.3. Estos insumos han sido catalogados como bienes necesarios y en algunas ocasiones fundamentales para garantizar la dignidad humana por servir a las personas que están en situaciones de imposibilidad o gran dificultad para realizar sus necesidades fisiológicas en condiciones normales.
 El juez constitucional los ha relacionado con la posibilidad de gozar de la higiene y la salubridad suficientes como elementos básicos para una buena calidad de vida
, e incluso como insumos indispensables para sobrellevar la enfermedad de forma digna. 

 
3.5. Por esta razón aunque los pañales desechables no se consideran propiamente servicios de salud, pues no están orientados a prevenir o remediar una enfermedad, la imperiosa necesidad de su uso en algunas circunstancias ha llevado al juez de tutela a aplicar los mismos criterios para el acceso a servicios de salud que no están incluidos dentro del Plan de Beneficios de Salud cuando se trata de la solicitud de pañales desechables. Así, con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela las distintas salas de revisión de la Corte Constitucional han concluido que una EPS desconoce el derecho a la salud de una persona que requiere un servicio médico no incluido dentro de lo que era el Plan Obligatorio de Salud
 (hoy Plan de Beneficios de Salud) cuando:

 

(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.

3.6. En relación con el último requisito según el cual el servicio médico debe haber sido ordenado por la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien lo está necesitando, tratándose de pañales desechables, la jurisprudencia constitucional ha hecho excepciones. Al verificar que los accionantes sufren graves enfermedades que deterioran de forma permanente el funcionamiento de sus esfínteres y son personas que además dependen de un tercero para realizar sus actividades básicas y ellos o sus familias no tienen la capacidad económica para asumir el pago de los elementos de aseo, se ha ordenado el suministro de pañales desechables por vía de acción de tutela.
 En estas circunstancias excepcionales, ante la inexistencia de una orden o cualquier otro documento que permita colegir, técnica o científicamente, la necesidad de lo que reclama un usuario, [la Corte ha considerado que] resulta imperiosa la intervención del juez constitucional.

…
 

3.8. En ese orden de ideas, los requisitos establecidos por la jurisprudencia constitucional para el acceso a este tipo de insumos, en concreto la existencia de una orden médica, ha admitido excepciones que por razones constitucionales buscan priorizar el goce efectivo del derecho a la salud frente al cumplimiento de trámites administrativos y evitar la vulneración de derechos fundamentales de las personas. (Subrayas fuera del texto original)  
En este caso, la señora Rubby Taborda Cuartas es una persona de avanzada edad, pues cuenta con sesenta y nueve años de edad
, y según su historia clínica, fue diagnosticada con infección de vías urinarias, adenocarcinoma de colon, hemorroides internas grado 1, diabetes mellitus, hipotiroidismo y obesidad
. Además en la demanda se dijo que tiene dificultades de movilidad y según lo manifestado por su agente oficiosa, a este Tribunal, depende de terceros para realizar actividades básicas, tiene episodios en que pierde el control de sus esfínteres y se le deben cambiar los pañales cuatro veces al día
.
Así mismo, la promotora de la acción manifestó que ni ella ni su familia cuentan con los recursos económicos suficientes para adquirir esos insumos de forma particular, afirmación que dejó de ser desvirtuada.

En estas condiciones, para la Sala, tal como lo consideró el juzgado de primera instancia, la Nueva EPS sí lesionó los derechos fundamentales de la accionante al negarle la entrega de los pañales, pues a pesar de que no están incluidos en el PBS ni existe orden médica que los recomiende, deben ser aportados porque se cumplen los requisitos jurisprudenciales para su entrega excepcional.
6. En relación con el tratamiento integral ordenado, la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”
Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.

…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica.

…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. 

Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar a la demandante el tratamiento integral que requiera con motivo de las graves enfermedades que padece de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y teniendo en cuenta su avanzada edad y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua
. 
7. Respecto a la facultad de ejercer acción de recobro frente a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, como lo solicita la EPS impugnante, basta decir que en la sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al administrador fiduciario Fosyga, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las entidades promotoras de salud sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema y dentro de ellas, que no se podría establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro como condición para aprobar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir, pues bastará con que el Fosyga, hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC. 

Y en la sentencia T-727 de 2011
, dijo la misma Corporación:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela       emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro    frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. En esas condiciones, debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, tal   como lo definió el funcionario de primera instancia, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud.

8. A pesar de que por las razones expuestas, se impondría la confirmación del fallo la Sala, considera precisar en lo siguiente:
8.1 Aunque las órdenes fueron impuestas a la Nueva EPS, se considera necesario modificarlas para dirigírselas concretamente a la competente de cumplirlas, en este caso la Gerente Regional Eje Cafetero de esa entidad, quien intervino en este trámite, por medio de apoderado.   

8.2 Si bien el funcionario de primera instancia analizó lo relativo a la concesión de los pañales desechables, frente a lo cual el Tribunal no tiene objeción alguna, ello dejó de ser incluido en la parte resolutiva y por tanto se hace necesario adicionar el fallo para remediar ese olvido.  

9. En conclusión, se confirmará el fallo impugnado, pero se adicionará en los anteriores términos. Además, se declarará el hecho superado respecto de la práctica de la cirugía ordenada por el médico tratante. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
R E S U E L V E   : 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Conocimiento, el pasado 10 de julio, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Piedad del Socorro Toro Taborda, en calidad de agente oficiosa de Rubby Taborda Cuartas, contra la Nueva EPS. ADICIONÁNDOLA en el sentido de imponer las órdenes que contiene, a la Dra. María Lorena Serna Montoya, en su calidad de Gerente Regional de la Nueva EPS y para ordenar a la misma funcionaria entregar los pañales desechables, en las cantidades que la paciente lo requiera.
SEGUNDO: Se declara la carencia actual de objeto por hecho superado respecto de la pretensión dirigida a obtener la práctica de la intervención de hemilectomía derecha por cáncer de colon, vía laparoscópica.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
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